             La Plata, 19 de julio de 2021
VISTO, el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo Nº 13834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría y el Expediente administrativo N° 22800-105793/21 y;
CONSIDERANDO
                                

Que las actuaciones de referencia se iniciaron a raíz de la presentación realizada por distintos afiliados al Instituto Obra Médico Asistencial (IOMA), de la ciudad de Tandil quienes reclaman por la falta de prestación de los servicios de atención de salud ambulatoria, y por el incumplimiento del convenio suscripto entre dicho organismo provincial y el Circulo Médico de Tandil.
Que en tal sentido, manifiestan que la problemática se centra en la disminución de la oferta de profesionales médicos que atiendan por IOMA en dicha localidad, señalando que respecto de aquellos que sí atienden por la obra social provincial -y que se encuentran agremiados en el Círculo Médico de Tandil-, difieren los turnos a fechas lejanas y perciben el cobro de montos diferenciados, no dando respuesta a las necesidades de los pacientes del sistema provincial, que se brinda a través del IOMA.
Que arguyen que la raíz del problema está vinculada a la relación contractual entre el Círculo Médico de Tandil y el IOMA, ya que el Círculo Médico, desde el año 1994 negocia en forma autónoma con la obra social provincial y los médicos afiliados tienen la potestad de atender o no, a su libre albedrío, las obras sociales que integran el listado de las entidades médicas. 
Que la red prestacional de salud vigente en Tandil, a través de los médicos que atienden por IOMA se rige por el Convenio suscripto entre la obra social provincial y el Círculo Médico de Tandil, pero a su vez se encuentra integrado a las facultades que tiene el IOMA en toda la Provincia de Buenos Aires, y a la cual los profesionales locales han adherido mediante el citado convenio.
Que de acuerdo al convenio suscripto oportunamente entre el IOMA y el Círculo médico de Tandil, cláusula tercera: “El Circulo se compromete a brindar atención médica integral en los niveles ambulatorio e internación a favor de los afiliados del lOMA que acrediten su condición de tales en la forma establecida en la cláusula sexta, de acuerdo a las prestaciones tipificadas en los Anexos 1, 2, 3, 4 Y 5 que integran el presente, y conforme a las normas y procedimientos que en ellos se establecen, observando fielmente las reglas de la ciencia, el arte y la deontologia médica” (IF-2018-10681564-GDEBA-DGPIOMA).
Que asimismo, en dicha cláusula se encuentra previsto que “Será obligación del CIRCULO el debido contralor del cumplimiento del presente convenio por parte de los médicos prestadores”.
Que por su parte, la cláusula cuarta del mencionado acuerdo reza: “Principio de libre elección; Ambas partes acuerdan respetar el principio de libre elección del prestador por parte del beneficiario, a cuyo efecto el lOMA se obliga a 'difundir el' derecho de cada afiliado a la libre elección del médico adherido dado de alta, y eI CIRCULO se compromete a hacer respetar por dichos médicos la obligación de atender a los afiliados del lOMA que acrediten su condición de tales, conforme se establece en la cláusula sexta. El derecho a la libre elección rige también para toda instancia de derivación entre prestadores contratados. El CIRCULO se obliga a garantizar una oferta prestacional acorde a las necesidades del lOMA y a las categorías determinadas en el Anexo 1”.
Que dicha obligación se complementa con lo prescripto en la cláusula quinta, que señala: “Accesibilidad al sistema: El CIRCULO se compromete a establecer mecanismos administrativos que faciliten y garanticen la accesibilidad de los beneficiarios a las prestaciones en todo el ámbito territorial de aplicación del presente convenio. Todo cambio en este sentido deberá ser previamente acordado con el lOMA como requisito ineludible para su aplicación.”
Que finalmente, el convenio prescribe en su cláusula séptima que: “El CIRCULO y por su medio 105 profesionales se comprometen a cumplimentar las obligaciones a su cargo de acuerdo a la Ley N° 6982 (T.O. 1987) y su Decreto Reglamentario N° 7881/84, que declaran conocer, y asimismo se obligan a respetar y dar cumplimiento a los Programas de atención médica que el lOMA prevé para sus afiliados (Anexo 4), y los que prevea en el futuro”. Ello implica que los profesionales que se encuentran alcanzados por el convenio deben dar cumplimiento a todas las obligaciones asumidas para dar efectivo cumplimiento al sistema de cobertura de salud que brinda el IOMA en todo el territorio provincial.
Que en este sentido, de acuerdo a lo denunciado por los reclamantes, la atención médica no se estaría brindando de manera adecuada, generando una afectación al derecho a la salud de todas aquellos afiliados al IOMA en la Ciudad de Tandil, quienes verían discontinuadas las prestaciones necesarias para su adecuada atención, ante la falta de profesionales suficientes para garantizar el servicio regular en cada una de las especialidades, incumpliéndose los términos previstos en el convenio vigente. 
Que en el Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS, 1948), se define a la salud como “Un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad o dolencia. Dentro del contexto de la promoción de la salud, la misma ha sido considerada no como un estado abstracto sino como un medio para llegar a un fin, como un recurso que permite a las personas llevar una vida individual, social y económicamente productiva. La salud es un requisito para la vida misma, no el objetivo de la vida. Se trata de un concepto positivo que acentúa los recursos sociales y personales, así como las aptitudes físicas”.
Que a su vez, la Carta de Ottawa para la Promoción de la Salud, de la Organización Mundial de la Salud (OMS), Ginebra (1986) expresó: “De acuerdo con el concepto de la salud como derecho humano fundamental, la Carta de Ottawa destaca determinados prerrequisitos para la salud, que incluyen la paz, adecuados recursos económicos y alimenticios, vivienda, un ecosistema estable y un uso sostenible de los recursos. El reconocimiento de estos prerrequisitos pone de manifiesto la estrecha relación que existe entre las condiciones sociales y económicas, el entorno físico, los estilos de vida individuales y la salud. Estos vínculos constituyen la clave para una comprensión holística de la salud que es primordial en la definición de la promoción de la salud. Hoy en día, la dimensión espiritual de la salud goza de un reconocimiento cada vez mayor. La OMS considera que la salud es un derecho humano fundamental y, en consecuencia, todas las personas deben tener acceso a los recursos sanitarios básicos”. 
Que el artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, es el que reviste mayor importancia, toda vez que prevé el reconocimiento del derecho humano a la salud, en consonancia con el salto cualitativo fundamental que produjo la reforma constitucional de 1994, de introducirnos en la faz más avanzada del derecho constitucional, el de la “internacionalización de los derechos humanos”. 
Que el Derecho Humano a la Salud se encuentra contemplado en los siguientes instrumentos internacionales: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, arts. VII y XI; en la Declaración Universal de Derechos Humanos, arts. 3, 8 y 25; en el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 6, 7 y 24; en la Convención Americana de Derechos Humanos, arts. 4 inc. 1., 5 incs. 1 y 2, 19 y 25 y en la Convención sobre los derechos del Niño, arts. 3, 6, 23, 24 y 25.
Que se debe destacar que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a través de la tarea del Comité respectivo, ha desarrollado de manera completa el derecho a la salud. El artículo 12 del Pacto establece expresamente que: “…1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: a) la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) el mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; c) la prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.
Que sobre este punto específico, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (Comité PIDESC), efectuó la interpretación del Pacto acerca del derecho a la salud y de la responsabilidad de los Estados partes en su Observación General N° 14, aprobada el 11 de mayo de 2000. 
Que las principales conclusiones que el Comité ha señalado en dicha Observación, son las siguientes: 1. Que la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos; 2. Que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente; 3. Que el derecho a la salud está estrechamente vinculado al ejercicio de otros derechos humanos y depende de estos derechos, que se enuncian en la Carta Internacional de Derechos, en particular el derecho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la no discriminación, a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida privada, al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circulación. Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales del derecho a la salud; 4. El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. El derecho a la salud entraña libertades y derechos. Entre las libertades figura el derecho a controlar la salud y el cuerpo de uno, con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, como asimismo el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no consensuales. 
Que entre los derechos exigibles al Estado se encuentra el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud. En tal sentido, el concepto del “más alto nivel posible de salud” tiene en cuenta tanto las condiciones biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona, como los recursos con que cuenta el Estado para garantizarlo. Es por ello que el Comité en la Observación N° 14 menciona entre las obligaciones de los estados, las siguientes: abstenerse de prohibir o impedir los cuidados preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicionales; censurar, ocultar o desvirtuar intencionalmente la información sobre salud, etc.
Que asimismo plantea que el derecho a la salud debe ser asegurado por el Poder Judicial, ya que toda persona o todo grupo que sea víctima de una violación del derecho a la salud deberá contar con recursos judiciales efectivos u otros recursos apropiados en los planos nacional e internacional. Todas las víctimas de esas violaciones deberán tener derecho a una reparación adecuada, que podrá adoptar la forma de restitución, indemnización, satisfacción o garantías de que no se repetirán los hechos (párrafo 59 de la referida Observación General).
Que en el ámbito local, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires en su artículo 36 inc. 8 contempla el derecho a la salud, estableciendo que: “La Provincia garantiza a todos sus habitantes el acceso a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos. El medicamento por su condición de bien social integra el derecho a la salud…”.
Que en virtud de lo establecido en el Decreto ley 6982 y sus modificatorias, el IOMA es un organismo autárquico en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, que tiene como misión es la de realizar “…en la Provincia todos los fines del Estado en materia Médico Asistencial para sus agentes en actividad o pasividad y para sectores de la actividad pública y privada que adhieran a su régimen (art. 1°)”. En tal sentido, el art. 22 inc. a) expresamente prevé que el IOMA brindará a sus afiliados: “Medicina general y especializada en consultorio y domicilio”. 
Que el IOMA lleva adelante un sistema de atención de sus afiliados de manera uniforme en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, el cual se concretiza a partir de los convenios con las agremiaciones de profesionales médicos, quienes deben brindar atención adecuada en todas las especialidades, a fin de propender a una mayor y mejor cobertura del derecho a la salud.  
Que de acuerdo a lo expuesto precedentemente, y a tenor de lo normado por el artículo 55 de la Constitución Provincial, que establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”, y ante la posible vulneración del derecho a la salud de los afiliados a IOMA de la ciudad de Tandil, y asimismo, de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, corresponde emitir el presente acto administrativo. 
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTICULO 1: INTIMAR al Instituto Obra Médico Asistencial (IOMA) para que en el plazo perentorio de 72 hs. de recibida la presente, garantice la adecuada prestación del servicio de salud a todos los afiliados de la ciudad de Tandil, en los términos del convenio vigente con el Circulo de Médicos de dicha localidad.
ARTÍCULO 2: INTIMAR al “Círculo Médico de Tandil” a que en el plazo perentorio de 72 hs. de efectivo cumplimiento del convenio oportunamente suscripto con el IOMA, garantizando la adecuada atención médica, por parte de sus agremiados, a todos los afiliados del IOMA en la ciudad de Tandil, respecto de todas las categorías profesionales y relación a la totalidad de las especialidades convenidas.
ARTÍCULO 3: Notifíquese, regístrese y oportunamente archívese.
RESOLUCIÓN N° 5/21
